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                            Consejo Superior de la Judicatura 

       Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                            SOLEDAD - ATLANTICO 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE SOLEDAD 

SOLEDAD – CATORCE (14) DE DICIEMBRE DE DOS MIL VEINTITRES (2023) 
 

ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA 
RAD:2023-0839 (T02-2023-00157-01 S.I.) 
ACCIONANTE: LEYDY LAURA MOSQUERA VALERA en representación de CARLOS EDUARDO 
SUAREZ MOSQUERA 
ACCIONADO: COOSALUD EPS 

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Procede el despacho a resolver la impugnación en contra del fallo de primera instancia 
proferido el 10 de noviembre de 2023 por el JUZGADO  SEGUNDO DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD, dentro de la acción de tutela 
impetrada por LEYDY LAURA MOSQUERA VALERA en representación de CARLOS 
EDUARDO SUAREZ MOSQUERA en contra de COOSALUD EPS, por la presunta 
violación de su derecho fundamental a la salud, seguridad social, dignidad humana y vida 
con fundamento en los siguientes: 
 

HECHOS 
 
Manifiesta el accionante en el libelo incoatorio lo siguiente: 
 

 

 

SIGCMA 
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PRETENSIONES 
 

 
 

DE LA ACTUACIÓN 
 

La acción de tutela fue admitida por el JUZGADO SEGUNDO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD a través de auto adiado 26 de octubre de 
2023, ordenándose oficiar a la accionada para que rindiera un informe sobre los hechos 
de la acción de tutela. Vincula además a SECRETARIA DE SALUD MUNICIPAL DE 
SOLEDAD, SECRETARIA DE SALUD DEPARTAMENTAL DEL ATLANTICO 
Informes allegados en los siguientes términos:  
 
INFORME COOSALUD EPS 
MAURICIO ZIRENE MIRANDA, en calidad de Asesor Jurídico de la Sucursal Atlántico, 
manifestó: 
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Mediante auto de fecha 9 de noviembre de 2023 el Juzgado Segundo de Pequeñas 
Causas y Competencias Múltiples de Soledad, resolvió vincular al trámite a la IPS 
INSTITUTO ROOSVELT 
 
INFORME SECRETARIA DE SALUD DEPARTAMENTAL 
LUZ SILENE ROMERO SAJONA en calidad de secretaria Jurídica del Departamento del 
Atlántico, manifestó: 
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INFORME SECRETARIA DE SALUD MUNICIPAL DE SOLEDAD 
EDISON MANUEL BARRERA REYES, en calidad de secretario local, manifestó: 
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AMPLIACION INFORME COOSALUD EPS 
MAURICIO ZIRENE MIRANDA, en calidad de calidad de Asesor Jurídico de la Sucursal 
Atlántico, manifestó: 

 

 
 
 

FALLO DE PRIMERA INSTANCIA. 
 

JUZGADO SEGUNDO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTPLES DE 
SOLEDAD, mediante providencia del 10 de noviembre de 2023, conceder el amparo en 
atención a que el agenciado es un menor de edad y quedó acreditado además que la 
accionada vulnera sus derechos fundamentales 
 
  

DE LA IMPUGNACIÓN 
 

Inconforme con la decisión del a quo, la parte accionada presentó impugnación 
asegurando que  el  fallo  debe  ser revocado, atendiendo lo siguiente: 
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PROBLEMA JURÍDICO 
 
De conformidad con lo preceptuado por el actor corresponde analizar si: 
 
¿Es procedente la acción de tutela para amparar los derechos fundamentales invocados 
por LEYDY LAURA MOSQUERA VALERA en representación de CARLOS EDUARDO 
SUAREZ MOSQUERA,  presuntamente vulnerados por COOSALUD EPS con ocasión del 
medicamento ordenado por junta medica que requiere el menor para el tratamiento de su 
patología ? 

 
¿Se dan los presupuestos jurídicos- fácticos para revocar el fallo impugnado? 

   
FUNDAMENTO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 

 
El marco constitucional está conformado por el artículo 13, 29, 48, 49 y 86 de la 
Constitución Política, sus decretos reglamentarios 2591 de 1991, sentencias T-1090/07, 
T-786-10 T-643/14 , T-138/14, T-723/14, T-643/14, T- 245-15, T- 144-  2016, SU- 047-
2017 y sentencia T- 151-2017 entre muchas otras.  
 

CONSIDERACIONES 
 
El Constituyente de 1991, se preocupó por constitucionalizar no sólo una completa 
declaración de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz 
protección. La acción de tutela se estableció en la Constitución Política Colombiana, como 
un mecanismo residual, para aquellos casos de violación de Derechos Fundamentales en 
los cuales la persona afectada no tuviere ningún otro mecanismo para protegerlos. 
 
A continuación, se exponen brevemente los derechos fundamentales cuya protección 
invoca el accionante. 
 
SEGURIDAD SOCIAL El artículo 48 de la Carta Política, dispone que la seguridad social 
es un derecho irrenunciable y un servicio público en cabeza del Estado, que debe 
garantizarse a todas las personas “en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad 
y solidaridad”. Para esta Corporación la seguridad social es un derecho de raigambre 
fundamental, que debe ser definido de la siguiente manera: “conjunto de medidas 
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institucionales tendientes a brindar progresivamente a los individuos y sus familias las 
garantías necesarias frente a los distintos riesgos sociales que puedan afectar su 
capacidad y oportunidad, en orden a generar los recursos suficientes para una 
subsistencia acorde con la dignidad del ser humano” 
 
VIDA DIGNA En reiterada jurisprudencia, esta Corporación ha sostenido que el derecho 
constitucional fundamental a la vida no significa la simple posibilidad de existir sin tener en 
cuenta las condiciones en que ello se haga, sino que, por el contrario, supone la garantía 
de una existencia digna, que implica para el individuo la mayor posibilidad de despliegue 
de sus facultades corporales y espirituales, de manera que cualquier circunstancia que 
impida el desarrollo normal de la persona, siendo evitable de alguna manera, compromete 
el derecho consagrado en el artículo 11 de la Constitución. Así, no solamente aquellas 
actuaciones u omisiones que conducen a la extinción de la persona como tal, o que la 
ponen en peligro de desaparecer son contrarias a la referida disposición superior, sino 
también todas las circunstancias que incomodan su existencia hasta el punto de hacerla 
insoportable. Una de ellas, ha dicho la Corte, es el dolor cuando puede evitarse o 
suprimirse, cuya extensión injustificada no amenaza, sino que vulnera efectivamente la 
vida de la persona, entendida como el derecho a una existencia digna. También 
quebranta esta garantía constitucional el someter a un individuo a un estado fuera de lo 
normal con respecto a los demás, cuando puede ser como ellos y la consecución de ese 
estado se encuentra en manos de otros; con más veras cuando ello puede alcanzarlo el 
Estado, principal obligado a establecer condiciones de bienestar para sus asociados 

 
EL DERECHO A LA SALUD DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES Y DE PACIENTES 
CON ENFERMEDADES HUÉRFANAS 
 
 La Ley Estatutaria 1751 de 2015 “Por medio de la cual se regula el derecho fundamental 
a la salud y se dictan otras disposiciones” consagró el derecho a la salud como un 
derecho fundamental autónomo e irrenunciable. Algunas disposiciones de esta ley 
resultan relevantes para el estudio del presente caso, por lo que se aludirá a ellas a 
continuación: 
 
 El artículo 2º dispone que el goce de este derecho comprende “el acceso a los servicios 
de salud de manera oportuna, eficaz y con calidad para la preservación, el mejoramiento y 
la promoción de la salud. El Estado adoptará políticas para asegurar la igualdad de trato y 
oportunidades en el acceso a las actividades de promoción, prevención, diagnóstico, 
tratamiento, rehabilitación y paliación para todas las personas”. 
 
 El artículo 6º establece entre los elementos y principios del derecho fundamental a la 
salud: i) el elemento de disponibilidad señala que el Estado debe garantizar la prestación 
de servicios, tecnologías e instituciones de salud a todos los usuarios; el elemento de 
accesibilidad prevé que “[l]os servicios y tecnologías de salud deben ser accesibles a 
todos, en condiciones de igualdad, dentro del respeto de las especificidades de los 
diversos grupos vulnerables y al pluralismo cultural”; el principio pro homine obliga a los 
actores del sistema de salud a interpretar las normas vigentes de la manera más 
favorable para la protección del derecho a la salud del usuario; el principio de prevalencia 
de derechos, en virtud del cual le compete al Estado implementar medidas concretas y 
específicas para garantizar la atención integral a niñas, niños y adolescentes. 
 
 El artículo 8° determina que los servicios de salud deberán ser suministrados de manera 
integral, es decir, completa y no fragmentada, para prevenir, paliar o curar la enfermedad, 
independientemente del origen de la enfermedad o condición de salud, del sistema de 
provisión, cubrimiento o financiación. Además, “[e]n los casos en los que exista duda 
sobre el alcance de un servicio o tecnología de salud cubierto por el Estado, se entenderá 
que este comprende todos los elementos esenciales para lograr su objetivo médico 
respecto de la necesidad específica de salud diagnosticada”. 
 
 El artículo 11 reitera la atención prioritaria en salud que deben tener los niños, niñas y 
adolescentes y, además, los define como sujetos de especial protección junto con las 
personas que padecen enfermedades huérfanas, entre otros grupos de personas cuya 
atención no podrá ser “limitada por ningún tipo de restricción administrativa o económica”. 
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El artículo 15 señala que los recursos públicos asignados a la salud no podrán usarse 
para financiar servicios y tecnologías en los que se advierte que: a)     son destinados 
para fines cosméticos, no relacionados con la recuperación o el mantenimiento de la 
capacidad funcional o vital del paciente; b) no exista evidencia clínica sobre su seguridad 
y eficacia; c) no exista evidencia sobre su efectividad clínica; d) no haya sido autorizado 
por la autoridad competente; e)  se encuentre en fase experimental; f) los servicios tengan 
que ser prestados en otro país. No obstante, ordena la creación de un mecanismo para 
ampliar los beneficios de la ley y establece que “[b]ajo ninguna circunstancia deberá 
entenderse que [estos] criterios de exclusión (…) afectarán el acceso a tratamientos a las 
personas que sufren enfermedades raras o huérfanas”. 
 
Por otra parte, de acuerdo con la Ley 1392 de 2010[56], las enfermedades huérfanas “son 
aquellas crónicamente debilitantes, graves, que amenazan la vida y con una prevalencia 
menor de 1 por cada 5.000 personas, comprenden, las enfermedades raras, las ultra 
huérfanas y olvidadas”. Esta ley reconoce que las enfermedades huérfanas representan, 
por un lado, un problema especial en salud dada su baja prevalencia en la población y su 
elevado costo de atención (art. 1º) y, por el otro, un asunto de interés nacional dirigido a 
garantizar el acceso a los servicios de salud y tratamiento y rehabilitación a las personas 
que se diagnostiquen con dichas enfermedades (art. 3°). La Resolución No. 5265 del 27 
de noviembre de 2018 del Ministerio de Salud y Protección Social adopta el listado actual 
de enfermedades huérfanas. 
 
En este orden de ideas, es claro que el derecho a la salud en el caso de niños, niñas y 
adolescentes reviste una protección prevalente por parte del Estado que debe establecer 
medidas concretas y específicas para garantizar su atención integral. Asimismo, comporta 
una atención prioritaria que, en pacientes con enfermedades huérfanas, se dirige a 
brindar acceso oportuno a los servicios de salud, tratamiento y rehabilitación, sin 
limitaciones de tipo administrativo ni económico. 
 

CASO CONCRETO 
 
En el sub examine, el conflicto jurídico se contrae a determinar si existe vulneración de los 

derechos fundamentales invocados por LEYDY LAURA MOSQUERA VALERA en 

representación de CARLOS EDUARDO SUAREZ MOSQUERA, en contra de COOSALUD 

EPS con ocasión del medicamento BUROSUMAB que asegura fue ordenado en junta 

médica para el tratamiento de la enfermedad huérfana que padece el menor, sin embargo, 

que la EPS a la fecha no lo ha entregado. 

El A quo en fallo de primera instancia, resolvió conceder el amparo invocado al quedar 

acreditado el diagnostico del menor y que el medicamento fue ordenado por el médico 

tratante, concediendo además la pretensión de atención integral. 

La EPS accionada impugna lo decidido en relación al tratamiento integral, ya que 

considera que el mismo es muy general y no especifica que servicios o insumos quedan 

cubiertos bajo esa integralidad. 

Pues bien, la Corte Constitucional ha establecido que la acción de tutela es un medio 

judicial procedente, eficaz e idóneo para exigir judicialmente el respeto al derecho a la 

salud, especialmente frente a grupos de población que se hallen en circunstancias de 

debilidad manifiesta (inciso final art.13 Const.), entre los que están los niños y niñas, las 

personas de avanzada edad y quienes se encuentren en condición de discapacidad. De 

tal manera ha expresado: 

“El criterio anterior ha sido complementado y precisado por la propia jurisprudencia, en el 

sentido de señalar que, tratándose de personas que por sus condiciones de debilidad 

manifiesta son sujeto de especial protección por parte del Estado, como es el caso de los 

niños, los discapacitados y los adultos mayores (C.P.arts.13,46y47), la salud tiene el 

alcance de un derecho fundamental autónomo, sin que surja la necesidad de demostrar 

conexidad alguna con otros derechos de tal rango, para efectos de disponer su protección 

constitucional a través de la acción de tutela.” 
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Así mismo ha reiterado la Corte Constitucional “(…) el derecho a la salud en el caso de 

niños, niñas y adolescentes reviste una protección prevalente por parte del Estado que 

debe establecer medidas concretas y específicas para garantizar su atención integral. 

Asimismo, comporta una atención prioritaria que, en pacientes con enfermedades 

huérfanas, se dirige a brindar acceso oportuno a los servicios de salud, tratamiento y 

rehabilitación, sin limitaciones de tipo administrativo ni económico”. 

Respecto a la integralidad de la atención en salud, tenemos que es un mandato que 

irradia toda la actuación de las entidades prestadoras de servicios de salud dentro del 

Sistema General de Seguridad Social en Salud. Por su parte, el tratamiento integral es 

una orden que puede proferir el juez constitucional ante la negligencia de estas entidades 

para asegurar la atención en salud a personas con condiciones de salud que requieren 

una protección reforzada en este sentido bajo la condición de que se demuestre. 

Para que un juez emita la orden de tratamiento integral debe verificarse la negligencia de 

la entidad prestadora del servicio de salud en el cumplimiento de sus deberes. Así mismo, 

se requiere constatar que se trate de un sujeto de especial protección constitucional y/o 

que exhiba condiciones de salud “extremadamente precarias”. Esta orden debe ajustarse 

a los supuestos de “(i) la descripción clara de una determinada patología o condición de 

salud diagnosticada por el médico tratante, (ii) por el reconocimiento de un conjunto de 

prestaciones necesarias dirigidas a lograr el diagnóstico en cuestión; o por cualquier otro 

criterio razonable”. 

Así las cosas, considera este Despacho que en el presente caso el menor agenciado 

requiere de la especial protección constitucional por lo que se comparte la tesis expuesta 

por el A quo, por lo que resulta necesario confirmar el fallo en todas sus partes. 

EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL CIRCUITO DE 

SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR 

AUTORIDAD DE LA LEY, 

RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de primera instancia proferido el 10 de noviembre de 

2023 por el JUZGADO SEGUNDO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS 

MULTIPLES DE SOLEDAD dentro de la solicitud de amparo instaurada por la señora 

LEYDY LAURA MOSQUERA VALERA en representación de CARLOS EDUARDO 

SUAREZ MOSQUERA, en contra de COOSALUD EPS; de conformidad con lo expuesto 

en la parte motiva de este proveído.  

SEGUNDO: Notificar ésta providencia a las partes, así como al señor Defensor del Pueblo 

de la Ciudad y al juez a quo, por el medio más expedito y eficaz. 

TERCERO: Remítase el expediente a la Honorable corte constitucional para su eventual 

revisión, según lo dispuesto en el Decreto 2591 de 1.991. 

 

NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE PRESENTA LA 

PAGINA DE FIRMA DIGITAL 
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